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JAIME ROBERT ESCALANTE HURTADO

SENTENCIA INTIIRLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASUN'I'O

Recurso de agravio constitucional intc¡puesto por don Jaime Roberl Escalante
Hufado contm la resolución de fojas 366, de lecha 18 de abril de 2017, expedida por Ia
Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque. que deciaró
inlundada la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

En Ia sentencia emitida er el Expedientc 00987-2014-PA/TC. pLtblicada en el dtalo
olicial El Peruafio el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, cn el

eoto 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentcncja interlocu¡oria

Lima.22 de octubre de 2018

a)
b)

c)

dictada sin más trámitc, cuando se presenle algL¡no de los siguientes
stos, que igualmente están contenidos en el a ículo 11 del Reglamento

ormativo dcl'l'ribunal Constitucional

Carezca de fundamcntación la supuesta vulneración que se invoque.
l-a cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
lrascendel1cia constituciol1al.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T¡ibunal
Constitucional.
Se haya decidido de mane¡a desestimatoria eD casos sustancialmente iguales.

j2

d)

En cl presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no esiá referido a una
cuestión de Derecho de especial t¡asce¡dencia constitucional. Al respecto, un
reculso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho lindamental; cuando velsa sob¡e un
asulto matelialmente excluido del proceso de tutela de que sc trata; o, finalmcnte,
cuando lo pretendido I1o alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.
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Expresado dc otro modo, y teniendo e¡ cuenta lo precisado en el 1'undin¡ento 50 dc

la sentencia emitida en e1 Expedicnte 00987-20l4-PA/TC, una cuestión no re\islc
especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una lulur¿
resolución del TribLural Co¡stitucio¡ral no soluciona algún coÍllicto de relcvancia
constitucional, pues no exisle lesión que comprometa el derecho lündamental

o se trata de un asunto que no coüesponde ¡esolver cn la via
nal; o (2) si no existe necesidad dc iutelar de manera urgente el derecho

onal invocado y no ¡¡edian razones subjetivas u objetivas que habilitcn a

e órgano colcgiado para emilir un pronunciamiento de londo

4. En el caso dc autos, el recurso de agravio no está referido a utra cuestión de

Derecho de especial trascendencia constitucional, toda vez que no existe necesidad
de ¡utclar de manera ulgente el derecho invocado, pues luego de la t'echa de

inlerposición de ia demanda, la alegada afectación de los dcrechos al debido
proceso, al trabajo y otros, consistente en el cese del demandante, mate¡ializado por
la Resolució¡'r Ministerial 1960-2013-IN/PNP. de lecha 3l de diciembre de 2013.
mediante la cual se disptrso su pase a la situación de retirc por la causal de

renovación (It 40 a 42), ha devenido en irreparable. En efecto, de autos sc

conpn¡eba que el recuüente nació el 29 de agosto de 1963, confor¡re al DNI
obrante en el folio 79; por lo que ha opcrado la sustracción de la materia, pues de

confo¡¡¡idad con el artículo 84 del Decreto Legislativo 1149, que nornra la carrera
y situación del pelsonal de ]a Policía Nacional del Perú. el líl¡ite de edad e¡ el
grado de mayor es de cincuenta y cuatro (54) años.

5. En consecuencia. y de lo expuesto en los lundamentos 2 a 4 s,pra, se veriñca que
el presente recurso de agravio ha incu¡rido en la causal de rechazo prevista e¡ el
acápite b) del f'undar¡ento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del arliculo I I del Reglamento Normativo del Tribunal
CoDstitucional. Por esta razón. coresponde declarar, sin más tránite, improcedenle
el rccur.o de agrar io ronsliru(ion,1l.

Por estos l'undamentos, el 'l ribunal Constitucional, con la autoridad que le
conficrc la Constitución Politica del Perú, el lundamento de voto del magistrado Sardón
de Taboeda, y la participación del rnagistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
para dirirnir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Ferrero Costa.

Ader¡ás, se incluvc el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera.
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RESUEI,\¡E

Declarar IMPROCEDENTE el recu¡so de agravio constitucional porque la cuestión de

Derecho contenida en el rccurso carece de especial trascendencia constitucional.

Publiquese y notiliquese

SS

MIRANDA CANALES
s¡.n¡óN t¡t taeo¡o.\
ESPINoSA-sALD^ñA \-
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FUNI)AMNNTO DE VOTO DEI, MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

tsn cl acáprtc b) del fundamento 49 de ia sentencia emitida en cl Expcdicnte 00987-
2014-PA/TC precedente Vásquez Romero- este Tribunal CoDstitucional scñaló quc
debc rcchazarsc el rccurso dc ag¡avio constifucional cuando la cuestión de l)erecho que
conticnc ¡o sea de cspecial trasccndcncia constjfucional.

Iln este caso, la pafie demandante solicita su reposición en el puesto dc trabajo, por
considcrar quc fuc dcspcdida arbitmriame¡te. Si¡ eñbargo, como he señalado
repctidamente en mis votos lrmitidos como magistrado de este T bunal Constifucional,
considero que nuestra Constitución no cstablecc un régimen de estabilidad laboral
absoluta.

A mi entender, el derecho al trabajo consagrado por el ar1ículo 22 de la Constitucjón no
incluyc Ia reposición. Como señ¿lé en el voto singular que emiti en el Expedientc
05057 20ll I'A/TC, Prcccdcn¡e Huatuco Huatuco, elderecho al trabajo

debc ser enlcndido caúo la pasihilidad ¿e acceder líbre¡nente al nercado laboral o u
desarrolldr lo actit¡ddd econónica que utlo q ¡era, de ¡tu de los línites q e ld lcl
estahtlLa por ra.onas de ohien públ¡co. Solo esta interp¡elación cs consistcnre con las
Iibcrtades dc conlralacjón y trahjo consagradas cn el articulo 2', i¡cisos 14 y 15; la lihetad
de emprcsa establecida en el articülo 59'; y, la visión di¡ámica del proocso cconómico
conlenida cn el adícLrlo 61'dc la Co¡stitución.

Asi, cL¡ando el arliculo 27 de la Constitución de 1993 establece que "la ley oto¡ga al
traba.jador protccció¡l adecuada contra el despido arbitrario", se refiere solo a obtener
una indemnización detcrminada por la ley.

A mi critcrio, cuando la Constitución utilizó cl adjetiyo arbítrorio, cnglobó tanto al
despido ,7 1rl como al injustilcado de los que hablaba cl Decreto Legislativo 728, Ley
dc Iromcnto del llmpleo, de 12 de novicmbre de 1991.

SujcLo a la librc loluDtad o al capricho anlcs quc á la ley o a la razón.

Indcbidamente, la Ley 26513 p¡omulgada cuando ya se encontraba vigcnte la actual
Consliluci(in prclcndió equiparar el dcspido que la CoDstitución denomi¡ó arbitrorio
solo a lo que la versión original del Decreto Legislativo 728 llarno ¡niustilicado.

Si bien estoy de acuerdo con el fallo de la sentencia interlocuto a expedida en autos,
discrepo de su fundamentación.

Esto es asi porquc, scgún el DiccioDario dc la l-engua Española, arbitraria es:
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Semcja¡tc opcración normativa implicaba afirmar que el despido 4¡rlo no puede ser
dcscrilo como "sujeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ley o a Ia razón", lo
que es evidentemente inacept¿ble.

Más allá de su dcficiente lógica, la Ley 26513 tuvo como consecuencia resucitar la
reposición oomo medida de profección liente a un tipo de despido, entregándoles a los
jueces poder para lorzar la continuidad de una relación de habajo.

Bsta nueva clasificación --{lue se mantiene en el Texto Unico Ordenado dcl f)ccrcto
Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Labor¿I, aprobado mediante
DccrctoSuplcmo003-97-TR csi¡constitucional.

Al hcrnpo quc cxtra.jo la ¡eposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
prctcndró que sc distinguicra cntrc el dcspido nulo, el incausado y el fraudulento. Asi,
si no convcncia, al menos confundiria.

A mr critcrio, la proscripción constitucional de la reposición incluyc, cicrtamente, a los
trabajadores del Estado sujctos al Dccreto Legislativo 276 o a cualquier otro régimen
Iaboralpúblico.

La Constitución dc l99l cvitó cuidadosamente utilizar el témino "cstabilidad laboral".
con el que tanto su predecesora de 1979 como el Dec.eto Legislativo 276, dc 24 de
marzo dc 1984, se ¡eferian a la reposición.

l-l derecho a la reposición dcl régimen de la ca[era administ¡ativa no sobreviv¡ó, puer,
a la promulg¿oión de la Clonstituctón cl 29 de diciembre de 1993. No cambia las cosas
quc hayan tralrscr¡üido casi veinticinco aios sin quc algunos se percaten de cllo.

I'or tanto, oonsidero que el recurso dc agravio constitucional dcbe rcchazatse porque no
cs1á rclacionado con cl contcnido constilucionalmente protegido del derecho invocado-

s

SARDON DE 'I'ABO DA

Lo o
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Lámentablemente, este error fue ampliaclo por el Tribunal Constifucional mediante los
casos Si¡dicalo Telefór1ica (2002) y Llanos Huasco (2003), en Jos que dispuso quc
corrcspondia la rcposición incluso frcntc al despido arbitrario.
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FUNDAMEN'I'O DE VO'I'O DI'I, MAGIS'TRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

lrslo) dc acuerdo cori el scntido dc lo rcsuclto cn la prcscntc rcsolución; sin embargo,
CL,n-idero nccesJr;u er¡Cluilr la, ..guierle. pre(i.ione::

En el lundamenlo juridico 4 encuentro presente una co¡fL¡sión de carácter
conceptual, que sc repite asimismo en otras resoluciones del Tribunal
Conslitucional, la cual consisle en utilizar las expresiones "al¿ctación".
''inlervención" o similares, para hacer a relerencia ciertos modos de injerencia en el

oontenido de derechos o de bienes constitucionalmente protegidos, como sinónimas
de lesión . "violaoión" o -vulneración".

2. lin rigoI conceplual. ambas nociones son dilercnles. Por una pafe, se hace
relerencia a "intervenciones" o 'afeclaciones" iuslundamentales cuando. cle ¡rancra
genérica, existe alguna lofl¡a de incidencia o injerencia en el oontcnido
conslilucionah¡enle protegido de un derecho. la cual podría ser tanto una auciun
corno una omisión. podria tener o no una connotación negativa, y podria tratarse dc
una injerencia desproporcionada o no. Asi visto, a modo de ejemplo. los supr¡eslos
dc restricoión o limitación de dcrcchos fundamenlales. así como muchos casos de
delimitación del contenido dc cstos derechos, pueden ser cotTsider¿dos p mo.[r:tcic.
cs deoir, antes de analizar su lcgitirnidad constitucional, como lb¡¡as de alectación
o dc intervención iuslundamcnlal.

3. I)or otra parte, se alude a supucstos de "vulneración", "violación" o "lesión" al
conlenido de un dcrecho fundamcntal cuando estamos ante intervencioncs o
afectaciones iusfundamentales ncgativas, direclas, concretas y sin una justificación
razonablc. Por oierto. calificar a tales afectacioues como negativas c injustificadas. a
la luz dc su incidcncia cn el ejcrcicio del derecho o los derechos alcgados.
prcsupone la rcalización dc un análisis sustanlivo o de mérito sobrc la legitimidad
dc la interlcrcncia cn cl dcrccho.

,1. 
^dcmás, 

considcro necesario señalar que estamos ante una amenaza a u¡ derecho
I'undamcntal cl¡ando nos encorlmmos anle un hecho f'uturo que conslitlr_ve un
pcligro próximo (cicrto e inminenle). en lanto y en cuanto configura una incidencia
neSativa, concreta, directa y sinjustilicación razonable a cse derecho l'undamental.

LL<)

s.

I.]SPINOSA-SAI,I)A\,\ BAItttI]ItA

qre o:

2L,419 Lo
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la po¡encla
de mi colega magislrado, emito el presente voto singular, para expresar respctuosamente
que disiento del precedcntc vinculante establecido en la Se¡tenc;a 00987-2014-PA/TC,
SEN] ENCIA INTERLOCUTORIA DENEGAI-ORIA, por los firndamentos que a

continuación expongo:

I illl ililil | tililil l]fl
ExP. N.' 02,120'20I 7'PA/TC
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EL TRIBUNAL CoNsr¡TUCrol\AL coMo coRTE DE REytsróN o FALLo Y No DE

CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de GarantÍas Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de f¿llo. La Constitución del 79. por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un ór8ano d¿l ¡o¿, independienle dcl Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lundamenlales.

2. La Le! Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Carantías
Constitucionales era un ór8ano de control dc la Constifución, que teníajurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer. ¿,] ríd de casación, de los habeas corpus
y amparos dcnegados por cl Poder Judicial, Io que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habililada para lallar en lorma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobrc los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dercchos rc.onocid05 rn la (onirirución.

3. En ese sentido, la l-ey 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese ¡nomento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado Ia lcy o la ha
apljcado en for¡¡a errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar Ia seotenc¡a y, luego de
señalar la deficiencia. devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siglriendo sus Iineamie¡los,
procedimienlo que. a lodas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

El modclo dc tulela ante amenazás y vulneración de derechos f'ue seriamente
modificado en Ia Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpu,t, amparo. habea:t dúta
y acción dc cumplimicnto. Lln segundo lugar. se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control dc la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de co¡trol de la Constitución". No obstante, en

.l

t¡1)
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materia de procesos constitucionales de Ia libertad, Ia Constitución establece que cl
Tribuñal Constitucional es instancia de revisió¡ o l'allo.

5. Cabe señalar que la Constilución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úlliútd y
deJinitita ínrlancia, las resolucíones denegatorfu: dicladati an lot procesos de
habeas corpus, ampÍ¡ro, habeas ddta y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamenlales,
exige que el 'lribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien sc
estima amenazado o agraviado en un dergcho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos csensiales de la Consti¡ución. como son el principio de
definsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1),y "lr¡ obsenr¡ncia del debido prcLaso y tutela
jurisdicciondl. Nitlgufia persotl.t pu¿de sar desviada de la jurisdícaon
prcdetelmi11ada por la lq), ni tofieli¿d ú procedil ienlo di.\tinto de los previamente
establecidos, ni juzgdrta por órgmos juri:diccionales de excepción ni por
conislones espetiales creadas al eftcto cualquiera sea.ru denominación",
(onsagrads en el aniculo lJq. inci'o l.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontcce en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del cefi¡otur¡
(Suprema Corte de los Estados Unidos). en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo dc interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados proccsos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
proteccióo dc su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palab.as, si lo que
está en discusión es Ia slrpuesla amenaza o lesión de un derecho lundamental, se
debe abrir Ia vía coflespondiente para que el lribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apcñura de esta via solo se produce si se pcrmile al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormcnorizado
an; li.is dc lo que 'e nrercnJc. Jr lu que se rnro.a.

7. Lo constilucional es escuchar a la paÍe coÍno concret;zación de su derecho
irrcnunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efcctivo,nedio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y prilados, lo cual evidencia el triunfo de Ia justicia frente a la
arbitrariedad.

Hil ilil|ilIilffit ilil
LXP. N.' 02420-2017-PA/ tC
I,AMBAYEQUE
JAIML ROBERT ESCAI-ANTE HIJRTADO

EL D¡rRr.rctro A sER oÍDo collo NIANIFEST^CIó\ D¡r r,A DEt\toc&{TIZACIóN DE Los
PRocrisos Co\srrructoNALf,s DE LA LIBER'r'AD

8. La administración dc justic;a constitucional de la libertad quc brinda el 'l'ribunal

Constitucional. desde su crcación, es rcspetuosa. como corresponde, del derecho de

[vl1
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garanlías al interior de cualquier proceso en el cual se

delermin<n sus derecho-. rnr(re\e\ ) obligocione.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión dc una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de visla está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

ef¡ctiva cuando eljusticiablc y sus abogados pueden exponer, dc manera escrita y
oral, los argumentos pertinentcs, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tañto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentcs a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantias.

ll. Cabe añadir que la participación directa de las pafies, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, tambié¡ constituye !¡n elemento quc

democrat;za el proccso. De Io contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de

una persona sin per¡¡ilirle alegar Io co(espondicnlc a su favor, lo que resultaria
excluyente y anlidemocrálico. Además, el Tribunal Consri¡ucional tiene el deber
ineludiblc dc optimizar. en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones. porque el Tribunal Constitucional se

Icgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones! por
expresar dc modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,

12. En ese sentido, la Corte lnteramericana de l)erechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa 'bbliga al Eslddo a lratar al i diriduo en fodo momento couo
un rerd¡7dero sujeto del proceso, en el más anplio sentído de etle concepto, )) no
s¡mplemente como objelo clel misnto"t, y que "paru que exista debido proceso legal
es preciro que un .¡usficiable pueda hacer valer sus derechos y deJinder su.r

intereses en .lbrma el¿ctivd I en condíciones de igualdad procesal con otrot
justiciables'2.

I Corte IDI-{. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.

'Co.t. lDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Toba8o,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.

| ililltililIilililt1 ilt
EXP. N.' 02420,2017-PA/t C
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NATUR"{LEZA PRocESAL DEL RECURSo DE AcR\vlo CoNSTITUCIoNAI-

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado cn la ConstitL¡ción no puedc ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su inlérprete supremo, pero no su reformador, toda

vez que como órgano consfituido también está sometido a la Conslitución.

I4. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libefad la denomjnada
"sentencia interlocutoria", el rccurso de agravio constitucional (RAC) pierde sLt

verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no liene competencia
para "revisar" ñi ¡nucho menos "rccaliflcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conl'on¡idad con los afiículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'lribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supcrior del Poder Judicial. AI Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso. sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
.omo un agrar io que lr cau-a indelen-ión.

16. Por olro lado, la "sentencia interloculoria" establece como sllpuestos para su

aplicación lórmL¡las imprecisas y amplias cuyo contenido. en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber.
identificar en qué oasos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
aleclar, entre otros, el derecho fundamental de delensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisjones subjelivas y
carentes de prcdictibilidad, alectando notablemenle a los justiciables, quienes
te¡drían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, m¡rlrlis tuktndis, el precedente vinculante conrenido en la Se¡tencta
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constilucional en otros
fallos, corno en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Scntencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de Ia naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad. via previa,
vías paralelas. lilispendencia, invocación del derecho constitucional Iíquido y
cieÍo, etc.).

Nl

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naruraleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se Iicne en cuenta que la juslicia en sede constitucional represenla la
úliima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo quc garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sr¡s

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le quede el camino dc la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos,

20. Como afin¡ó Raúl Ferrero Rebagliati. "la del¿nsa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una def¿nsa total de Ia Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está def¿ndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprirnida o
envilecida sin la protecc ión j ud ic ial auténtica".
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